STJSL-S.J. – S.D. Nº 102/20.-

--En la Provincia de San Luis, a tres días del mes de junio de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “BORDALLO GUILLERMO GABRIEL c/ SAN LUIS CTV S.A. y OTRO  s/ MEDIDA CAUTELAR – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. N° 256270/13.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse, la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria a unificar?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO dijo: 1) Que en fecha 08/03/19 mediante ESCEXT N° 11087405 se presenta la apoderada de la parte actora e interpone formal Recurso de Casación en contra de la Sentencia Interlocutoria N° 32/2019 del 27/02/19 (actuación N° 11020862) dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial.
Que en fecha 19/03/19 mediante ESCEXT Nº 11173192, acompaña los fundamentos del mismo.
Que ordenado el traslado de rigor, en fecha 03/04/19 mediante ESCEXT Nº 11302326 la contraria contesta el mismo.
Que en fecha 28/01/2020 mediante actuación Nº 13351998 emite su dictamen el Sr. Procurador General, donde señala que la cuestión planteada se refiere a la regulación de honorarios que es una cuestión procesal, excluída de la Casación por imperio del art. 288 del CPC y C y por ello propicia su rechazo.
2) Que ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación.


En este sentido se advierte, que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancias de la causa.
Asimismo, obra constancia del depósito exigido por el artículo 290 del CPC y C, en el archivo adjunto, de la actuación N° 11087405.
Por otro lado, si bien se pretende la casación de una sentencia interlocutoria emanada de Cámara de Apelación, la misma se asimila, por las consecuencias que produciría la firmeza de la decisión atacada, una resolución definitiva, teniendo por cumplido el recaudo imperado por el art. 286 del CPC y C.
Finalmente corresponde señalar que a pesar de encontrarse involucradas cuestiones de naturaleza adjetiva en la casación propuesta, estimo formalmente procedente el tratamiento del recurso, en atención a circunstancias que habrían omitido los Magistrados intervinientes.
Que el tratamiento de excepción que propicio cuenta con suficientes antecedentes, tal como puede verse en reciente sentencia del Superior Tribunal de Justicia, dictada en autos: “ROMERO, MARÍA CRISTINA c/ FERNÁNDEZ RAÚL NOEL y OTRO s/ ACCIÓN DE DESOCUPACIÓN Y/O DESALOJO – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP N° 281579/15 (STJSL-SJ-S.D. N° 028/19 de fecha 12/03/2019); “INCIDENTE KOPPEN, NICOLÁS HERMAN s/ SUCESORIO – RECUROS DE CASACIÓN” - IURIX Nº INC. 175189/1, STJSL-S.J.–S.D. Nº 177/14, de fecha 19/12/2014; y el más reciente “BERNAL, JOAQUÍN s/ SUCESIÓN AB INTESTATO – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 172625/9 -STJSL-S.J.–S.D. Nº 136/18, de fecha 02/07/2018.
Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA Y TERCERA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO dijo: 1) Que en fecha 19/03/19 mediante ESCEXT Nº 11173192 acompaña los fundamentos del mismo, donde manifiesta que se interpone este Recurso por cuanto considera que en la resolución atacada se ha incurrido en una incorrecta interpretación y aplicación de los artículos 5° y 21° de la Ley Provincial N° IV-0099-2014.
Sostiene que en modo alguno se puede perder de vista que el juicio principal en el cual los Dres. VERGÉS y MOLINA solicitan la regulación de sus honorarios, ha sido indudablemente un juicio sin monto, a tenor de lo dispuesto por el inc. a) del art. 5 de la Ley Provincial N° IV-0099-2014.
Que tal como reza la norma en cuestión, el monto del asunto debe considerarse solo cuando el mismo es susceptible de apreciación económica, o posee un contenido económico determinado, lo que ciertamente no se advierte en el caso en tratamiento.

Alega que de la lectura de la demanda que da origen al juicio principal se advierte sin hesitación que nunca el actor expresó o ejerció una pretensión con un contenido económico específico, ni indicó montos, ni perseguía la condena del demandado por una suma determinada, ni reclamaba el pago de daños o de crédito alguno que estuviera expresado en dinero. Y que tanto ello es así que el pago de la tasa de justicia se efectuó sobre la base de los mínimos de ley, aplicables a los casos de juicio sin monto, lo que fue admitido por el Tribunal, y también por los letrados que hoy reclaman la regulación de sus honorarios.
Insiste en que, la base de la impugnación del acto asambleario que constituía el objeto de la demanda, no tenía vinculación alguna con el patrimonio de la sociedad, la participación accionaria del actor, ni perseguía la condena o cobro de crédito alguno, por lo que es indudable que se ha incurrido en una errónea interpretación y aplicación del art. 5 de la ley arancelaria, al desconocer tales circunstancias y estimar que el proceso o el asunto tenía un monto que era pasible de apreciación económica.
Señala que sorprende que la Cámara abandone tal postura, y sostenga que debe recurrirse al procedimiento del art. 21 de la Ley de Aranceles.
Expone que la designación de directores, la aprobación de su gestión, la aprobación de estados contables, no tienen contenido económico, y la acción que pretende la anulación de la decisión asamblearia correspondiente, es una acción sin monto, pues admitida o rechazada la demanda no se genera repercusión económica alguna para las partes.
Agrega que la Cámara en su resolución ha prácticamente transcripto la ponencia del Dr. GUILLERMO ANDRÉS MARCOS en el “XLVI ENCUENTRO DE INSTITUTOS DE DERECHO COMERCIAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. Bahía Blanca, 6 y 7 de diciembre de 2007”, sin advertir que se trata tan solo de una ponencia, que no fue adoptada por el despacho de comisión, y que no ha sido adoptada por ningún fallo ni autor reconocido a nivel nacional o provincial, y en la que a todo evento tampoco se afirma que el juicio de nulidad de una decisión asamblearia deba ser considerado como un juicio con monto, o con contenido económico.
Infiere que la Cámara ha incurrido también en una incorrecta interpretación y aplicación del art. 21 de la norma en cuestión, pues en modo alguno corresponde en autos determinar el valor de bienes muebles o inmuebles, pues no corresponde determinar el monto de un proceso, que justamente carece de monto.
Sostiene que el error de interpretación y aplicación de la norma se advierte incluso con mayor nitidez cuando ponderamos que en la demanda jamás se controvirtió la titularidad de las acciones del actor o el patrimonio de la sociedad, donde el actor reclamara un importe concreto de dinero vinculado con estos aspectos, por lo que luego aparece como absurdo recurrir al valor de tales bienes para cuantificar un honorario, devengado en una actuación procesal, que insisto, no tuvo vinculación alguna con tales aspectos.
Que el actor nunca reclamó por valores específicos que pudieran vincularse con el valor de bienes muebles e inmuebles de la sociedad, que ahora deban ser valuados para determinar la base del monto del juicio, por lo que ahora recurrir al procedimiento que determina la Cámara implica una grosera violación de los términos en que se trabó la litis.
Agrega que el patrimonio de la sociedad no ha constituido el objeto del proceso (ni en todo, ni en parte del mismo), por lo que resulta a todas luces improcedente recurrir al procedimiento del art. 21 para valuar los bienes que integran su patrimonio.
2) Que ordenado el traslado de rigor en fecha 03/04/19 mediante ESCEXT Nº 11302326, la contraria contesta el mismo.
Sostiene que la Excma. Cámara, en el Auto Interlocutorio cuestionado, ha marcado con apego a la ley, la necesidad de cuantificar el contenido económico del proceso (inc. a) del art. 5 de la Ley Provincial N° IV-0099-2014), sin cuyo recaudo, no se puede dar progreso a la actividad regulatoria, ni se puede arribar a una justa recompensa a los Abogados por su labor, máxime si se tiene en cuenta el valioso aporte de los letrados que aquí suscriben, conducto por el que, el patrimonio del Sr. BORDALLO resultó indemne y pudo escapar a las reales amenazas de ver disminuido o perdido su cuantioso capital accionario.
Coinciden que en el comienzo del proceso (NULIDAD DE LA ASAMBLEA ORDINARIA celebrada el día 26 de julio de 2013 y de todas las decisiones y resoluciones adoptadas en ella (cfr. fs. 156 in fine)) no hubo un monto determinado, pero siempre hubo un monto determinable.
Afirma que el Estudio Jurídico Verges enderezó sus actos a cuidar la intangibilidad del capital accionario de su ex cliente Ing. GUILLERMO GABRIEL BORDALLO, para neutralizar la sería amenaza de que en este caso pudiere darse el lesivo episodio ocurrido en el paradigmático caso argentino de la sociedad BEAUFORT SHIPPING AGENCY ARGENTINA S.A.

Señala que todo se encuentra debidamente documentado en Escritura Nº 167, de fecha 16 de julio de 2013, labrada por el Escribano Juan José Laborda Ibarra, titular de Registro Notarial Nº 69 de la Ciudad de San Luis (glosada en autos), amén de otras constancias de la causa, deviene con pertinencia aseverar que el recurrente toma un alto riesgo de sufrir un serio descrédito de su versión, cuando asevera que este proceso no tiene monto determinado o determinable.
Por otro lado sostiene que ningún agravio anticipado puede devenir de la aplicación estricta que hace el fallo cuestionado de la ley vigente (inc. g a) del art 5 y art 21 de la Ley Provincial N° IV-0099-2014), deviniendo de tal realidad y en el caso, notoria ausencia de sentencia definitiva.

Por último considera que no hay errónea interpretación de la norma y no existe gravamen propiamente dicho.
3) Que en fecha 28/01/2020 mediante actuación Nº 13351998 emite su dictamen el Sr. Procurador General, donde señala que la cuestión planteada se refiere a la regulación de honorarios que es una cuestión procesal, excluida de la casación por imperio del art. 288 del CPC y C y por ello propicia su rechazo.
4) Que del análisis de la Sentencia Interlocutoria cuestionada surge que en la misma se resolvió: “…los juicios en los que se plantea la nulidad de decisiones adoptadas por las asambleas de accionistas de las sociedades anónimas, son juicios de monto indeterminado, no tienen un contenido económico aunque, en algunos casos, ese contenido económico puede determinarse” (RODRÍGUEZ, Leonardo G., “Honorario del abogado en los juicios de nulidad de asambleas”, LL 2004-B, 1185; Información Legal Online, AR/DOC/471/2004)…”.
“La doctrina por su parte ha señalado que “tanto el monto del patrimonio societario – prudencialmente actualizado – o la participación accionaria del impugnante, son elementos que pueden servir para determinar la trascendencia económica del asunto, pero no son determinantes ni son los únicos que deben tenerse en cuenta. Pienso que antes que estos elementos deben juzgarse otros, que tiendan objetivamente a retribuir la labor del abogado, ya que el patrimonio societario o la participación del impugnante pueden ser muy importantes y la actuación del profesional pudo haber sido insignificante o, al revés, que el patrimonio societario o la participación del impugnante sean ínfimos y la actuación del profesional haya sido muy importante, en atención a la complejidad del asunto” (RODRÍGUEZ, op. cit.).
“….que el juicio de nulidad de decisiones asamblearias no puede entenderse desvinculado del monto del patrimonio en juego, por lo que la base regulatoria de los honorarios de los abogados en los procesos por impugnación de decisiones asamblearias no debe resultar completamente ajena a la trascendencia económica de la cuestión debatida…”.
“…. Ahora bien, a fin de establecer la trascendencia económica de la cuestión debatida en el sub lite no puede prescindirse del patrimonio de la sociedad involucrada ni del porcentaje del socio impugnante Guillermo Gabriel Bordallo, no para tomarlos directamente como base regulatoria, sino como elementos que puedan coadyuvar en la cuantificación de los estipendios profesionales, junto con otros parámetros, como ser la extensión de la actuación de los abogados del actor, las etapas del proceso efectivamente cumplidas, la manera en la que culminó la contienda – acuerdo conciliatorio, conforme surge de fs. 351/352 vta. y de fs. 354 –, todo ello en cumplimiento de las pautas brindadas en los incisos b) al f) del art. 5º de la ley Nº IV-0099-2004”.

“Por lo que para determinar en forma adecuada el valor del patrimonio de la sociedad y de la participación accionaria del socio impugnante, debe acudirse al trámite previsto en el segundo párrafo del art. 21 de la ley Nº IV-0099-2004…” y atendiendo el objeto casatorio advierto que el Tribunal de Alzada, no ha tenido en cuenta el criterio de este Alto Cuerpo con relación a los procesos que tienden a obtener la nulidad de un acto societario, como sería la asamblea.
Que en efecto en fecha 27/05/19 en los autos: “RUSSO MARIANA SOLEDAD c/ CONARSA S.A. s/ NULIDAD DE ASAMBLEAS SOCIETARIAS – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” – IURIX EXP N° 300338/16 STJSL-S.J.–S.D. Nº 089/19 se dijo: “… En el caso bajo examen, anticipo que el recurso no puede prosperar”. 
“En efecto considero, que el desarrollo argumental de la sentencia de Cámara resulta suficiente y la solución que propicia, en orden a sostener, “Que si bien la acción incoada puede traer aparejados efectos económicos, tales consecuencias no revierten la naturaleza del objeto de la demanda, que al pretender la declaración de nulidad de actos societarios no resulta posible valuar, por lo tanto se trata de un juicio de monto indeterminable conforme lo previsto en el art. 301 del Cód. Tributario provincial (…) y corresponde abonar la tasa fija que establezca la Ley Impositiva anual” , al ofrecer un fundamento razonable, excluye la tacha de arbitrariedad”.
“Que el Tribunal a quo al resolver, consideró las concretas pretensiones deducidas en la demanda, cuales son: “la declaración de la nulidad de la Asamblea General Ordinaria y Extraordinaria de accionistas celebradas con fecha 27/02/2015 (…), la nulidad de decisiones asamblearias descriptas en el punto VI, adoptadas en la Asamblea General Ordinaria de accionistas celebrada con fecha 30/06/2016 (…), la remoción por justa causa del Directorio de la Sociedad (…)”, y en orden a ello se ha considerado, “no existe un monto concreto y determinado cuando se acciona por nulidad asamblearia, o cuando se trata de impugnar determinada resolución tomada en su seno, de suspender la realización de una futura asamblea, o los efectos de una decisión.” (Cfr. PASSARÓN, Julio Federico y PESARESI, Guillermo Mario, Honorarios judiciales, Editorial Astrea, Ciudad de Buenos Aires, 2008, t. 1, p. 408)”.
“En este mismo sentido, la jurisprudencia tiene resuelto: “A los fines del pago de la tasa judicial, corresponde estimar como una pretensión de monto indeterminado, aquella demanda cuyo objeto persigue la declaración de nulidad del acto jurídico societario…” (cfr. Theseus S.A. vs. Banco de Galicia y Buenos Aires s. Ordinario - Incidente de pago de tasa de justicia. CNCom. Sala B; 18/07/2007; Prosecretaría de Jurisprudencia de la CNCom.; RC J 7977/12)”.
“Conforme a ello, entiendo que el recurso no trasciende el ámbito de la mera disconformidad con lo resuelto, y la arbitrariedad que se acusa, carece de fundamentos suficientes para descalificar lo decidido”. 
Por todo ello, y oído al Sr. Procurador General, propongo que se recepte favorablemente el Recurso de Casación, se revoque la sentencia de segunda instancia, y se regulen los honorarios considerando el presente proceso como de monto indeterminado.
Por ello, VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto y en consecuencia revocar la sentencia de segunda instancia con devolución del depósito judicial. 2) Bajen los autos para que se proceda a regular los honorarios profesionales considerando el presente proceso como de monto indeterminado. OFÍCIESE a los efectos. ASÍ LO VOTO. 

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Costas a la vencida. ASÍ LO VOTO.
///…
 Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 
San Luis, tres de junio de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto y en consecuencia revocar la sentencia de segunda instancia con devolución del depósito judicial.

II) Bajen los autos para que se proceda a regular los honorarios profesionales considerando el presente proceso como de monto indeterminado. OFÍCIESE a los efectos.

III) Costas a la vencida.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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